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RESÚMEN:
A partir del análisis de la casación citada, se busca determ inar los límites del 
deber de información de las instituciones financieras en cuanto al pago de los 
adeudos por parte de sus clientes, así como la forma de lograr la reparación del 
daño efectuado por una incorrecta interpretación de dicho deber.
ABSTRACT:
From the analysis of this appeal is to determine the limits of the duty of 
disclosure of financial institutions for the payment of debts by their customers 
and how to achieve repair the damage done by a m isinterpretation of that duty.
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Casación N° 599-2006 (publicada en El Peruano el 03/10/06)
CAS. N° 599 2006 PUNO. Lima, dieciséis de mayo de dos mil seis. La Sala Civil Permanente de la Corte 
Suprema de Justicia de la República, vista la causa núm ero quinientos noventa y nueve guión dos mil seis, 
con el acompañado, en audiencia pública de la fecha y producida la votación correspondiente de acuerdo 
a ley, emite la siguiente sentencia; 1. MATERIA DEL RECURSO: Se trata en el presente caso del recurso 
de casación interpuesto por los actores don José Luis Catacora Valdez y doña Aída Consuelo Quintanilla 
Chacón contra la sentencia de vista de fojas doscientos treinta y cinco, su fecha veinte de diciembre de dos
1 Basado en el artículo que publiqué en la Revista Diálogo de la Jurisprudencia de Gaceta Jurídica (2007) titulado: “Cobrando, cobrando (....) 
informando, informando: el deber de los Bancos de informar a las centrales de riesgo el pago de las deudas”
Sirva el presente artículo para agradecer a la Dra. Verónica Marrache Díaz (Coordinadora de la Escuela Académica Profesional de Derecho) y 
las demás autoridades de la Universidad Continental de Huancayo por su amable hospitalidad en la “Ciudad Incontrastable”.
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m il cinco, emitida por la Sala Civil de la Corte 
Superior de Justicia de Puno, que revoca la sentencia 
apelada contenida en la resolución núm ero 
diecinueve, su fecha treinta de mayo de dos mil 
cinco, en el extremo que declara fundada en parte 
la demanda interpuesta por José Luis Catacora 
Váldez y Aída Consuelo Quintanilla Chacón contra 
el Banco de Crédito del Perú, sobre indemnización 
por daños y perjuicios, emisión de carta de no 
adeudo y retiro de sus datos como deudores en el 
Registro de INFOCORP; y, reformándola, declara 
Infundada la citada demanda. 2. FUNDAMENTOS 
POR LOS CUALES SE HA DECLARADO 
PROCEDENTE EL RECURSO: La Sala mediante 
resolución de fecha veintitrés de m arzo de dos mil 
seis, ha estimado procedente el recurso por las 
causales de la inaplicación de una norm a de 
derecho material y la contravención de las normas 
que garantizan el derecho a un debido proceso 
conforme a los agravios que se detallan a 
continuación: I) la inaplicación de los artículos 
1969 y 1970 del Código Civil, sustentado en que la 
Sala Superior revocó la resolución de primera 
instancia bajo el fundamento que “en tal sentido se 
verifica que el Banco dem andado cumplió con las 
obligaciones pactadas en el acuerdo conciliatorio, 
por lo que su accionar no ha derivado en una 
responsabilidad por inejecución de obligaciones 
(responsabilidad civil obligacional o contractual)...”; 
sin embargo, se colige que de los fundamentos de 
su demanda y los medios probatorios, que la 
naturaleza de las pretensiones es de responsabilidad 
civil extracontractual. Agregan que la conducta 
desplegada por la entidad bancaria genera 
responsabilidad ya que al no otorgársele la 
constancia de no adeudo, tenía pleno conocimiento 
que los recurrentes no podrían acreditar ante la 
Cámara de Comercio y la Producción de Puno y la 
Central de Riesgo de la Superintendencia de Banca 
y Seguros de Puno, que la deuda que contrajeron 
con la demandada se encontraba cancelada; por lo 
que, en todo m om ento se les negó la posibilidad de 
acceder a todo préstamo. Con todo ello se acreditó 
la intención de causar daño a los demandantes, 
incumpliendo la obligación prevista en los artículos 
158 y 159 de la Ley 26702; II) la vulneración de los 
artículos 139 inciso 5° de la Constitución Política 
del Perú, 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
50 inciso 6°, 121 y 122 inciso 4° del Código Procesal 
Civil; sustentada en que en la resolución impugnada
no existe motivación alguna, no se invoca ningún 
dispositivo normativo que ampare ni determine la 
parte resolutiva de la sentencia de vista. 3. 
CONSIDERANDO: Primero. Habiéndose
declarado procedente el recurso de casación por la 
contravención de norm as que garantizan el derecho 
a un  debido proceso, es necesario que prim ero se 
resuelva dicha causal in procedendo, pues de ser 
amparada resultaría innecesario cualquier 
pronunciamiento sobre el fondo de la controversia. 
Segundo. Que, según lo expresado en la demanda 
de indemnización por daños y perjuicios por 
responsabilidad extracontractual, los actores José 
Luis Catacora Váldez y Aída Consuelo Quintanilla 
Chacón pretenden que el Banco de Crédito del 
Perú Sucursal Puno, le paguen la suma de 
trescientos mil nuevos soles por concepto de 
indemnización por daños y perjuicios, la emisión 
de la carta de no adeudo y el retiro de sus datos 
como deudores en el Registro de INFOCORP 
Sociedad Anónima, alegando principalmente que 
como consecuencia del sobregiro generado en la 
cuenta corriente del dem andante José Luis Catacora 
Valdez, el Banco dem andó al citado y su cónyuge 
Aída Consuelo Quintanilla Chacón en un proceso 
de obligación de dar suma de dinero según 
expediente núm ero doscientos treinta dos m il y 
que dicho proceso térm ino m ediante conciliación 
donde por m utuo acuerdo se reconoció la deuda de 
once mil dólares americanos y se acordó el pago en 
cuotas, los cuales se efectuarían en el Banco de la 
Nación y a nombre del Juzgado; además se pactó 
que en caso de incumplimiento de una de las cuotas 
se da por cancelada el resto procediendo el Banco a 
ejecutar el total de la deuda. Que, dicho acuerdo 
fue aprobado por el Juez mediante Resolución 
núm ero nueve y abonaron en forma mensual el 
m onto acordado hasta cubrir el pago de la 
obligación; por lo que, solicitaron créditos en 
diversas entidades financieras los cuales les fue 
negado porque se encontraban en el Registro 
Nacional de INFOCORP, por tener una deuda 
pendiente de pago; razón por la cual no podían 
acceder a ningún préstamo, ocasionándoles 
perjuicio económico y moral. Tercero. Que, 
analizando la causal por error in procedendo, cabe 
precisar que el debido proceso y la tutela 
jurisdiccional efectiva constituyen derechos 
fundamentales de la persona reconocidos en el 
inciso 3° del artículo 139 de la Constitución Política
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del Estado, por cuanto el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva es un derecho 
omnicomprensivo que contiene a los derechos de 
acción, contradicción y debido proceso como 
derechos fundamentales específicos contenidos en 
aquel derecho fundamental; consecuentemente 
dicha causal se configura cuando en el desarrollo 
del proceso, no se ha respetado los derechos 
procesales de las partes, se han obviado o alterado 
actos de procedimiento, la tutela jurisdiccional no 
ha sido efectiva y/o el órgano jurisdiccional deja de 
motivar sus decisiones o lo hace en forma 
incoherente, en clara trasgresión de la normatividad 
vigente y de los principios procesales; lo cual no ha 
sucedido en el presente caso, por cuanto según lo 
apreciado en la sentencia de vista, a pesar de no 
contener expresamente ninguna norm a de índole 
sustantivo, se infiere de su parte considerativa que 
el Colegiado Superior ha establecido que la relación 
obligatoria cuyo cumplimento es materia de 
análisis es la surgida como consecuencia de la 
conciliación realizada entre la partes y de los 
actuados aprecia que la parte demandante ha 
cumplido con su parte en el acuerdo conciliatorio, 
según lo reconocido por el Banco; concluyendo 
que ambas partes han cumplido con sus obligaciones 
pactadas, y en el caso del Banco emplazado su 
accionar no ha derivado en una inejecución de 
obligaciones (responsabilidad civil obligacional o 
contractual), sino, más que una obligación 
contractual del Banco, se trata de una obligación de 
diligencia ordinaria y común por parte de dicha 
entidad ante sus clientes que han honrado sus 
deudas; dejando a salvo el derecho de los 
demandantes para que lo hagan valer de acuerdo a 
ley; por ende, se infiere que los hechos materia de 
controversia corresponden a una inimputabilidad 
en la inejecución de obligaciones por haber actuado 
el Banco con la diligencia ordinaria requerida, lo 
que equivale a que la Sala de mérito ha aplicado las 
norm as del Código Civil correspondientes; por 
ende la presente causal no puede prosperar, dado 
que la sentencia recurrida contiene sus propios 
fundamentos de hecho y de derecho por haberse 
emitido dentro de los cauces que exige nuestra 
norm atividad procesal. Cuarto.- Que, en cuanto a 
la causal por error in iudicando está referida a la 
inaplicación de los artículos 1969 y 1970 del Código 
Civil; por lo que cabe precisar que dicha causal se 
configura cuando el Juez deja de aplicar al caso
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controvertido norm as sustanciales que ha debido 
aplicar y que, de haberlo hecho, habría determinado 
que la decisión adoptada en la sentencia recurrida 
fuese diferente de las acoda. Quinto. Que, la 
diferencia esencial entre los distintos aspectos de la 
responsabilidad civil contractual y la 
extracontractual o aquiliana radica en el prim er 
caso que el daño es consecuencia del incumplimiento 
de una obligación previamente pactada y en el 
segundo caso es consecuencia del deber jurídico 
genérico de no causar daño a los demás; por lo que, 
la responsabilidad civil contractual presupone el 
incumplimiento de una obligación nacida del 
contrato y contiene los siguientes presupuestos 
para su configuración: a) debe existir un  contrato; 
b) un contrato válido; c) del cual nació la obligación 
incumplida; y, d) obligación incumplida por un 
contratante en perjuicio del otro contratante. Sexto. 
Que, en ese sentido y atendiendo a los argumentos 
del recurso, se puede establecer que en el presente 
caso, la responsabilidad civil es extracontractual, 
siendo de aplicación el artículo 1969 del Código 
Civil y no el artículo 1970 del mismo Código; por 
cuanto la conducta dañosa desplegada por los 
representantes del Banco dem andado no implica 
un riesgo adicional al ordinario; en ese sentido, la 
Sala Superior incurren en un error al considerar 
que los hechos m ateria de la presente controversia 
están referidos al cumplimento del Acta de 
Conciliación suscrita entre la partes obrante a fojas 
cincuenta y siete a cincuenta y ocho del expediente 
acompañado, su fecha siete de mayo del dos mil 
uno, y que ambas partes han cumplido con sus 
obligaciones pactadas y en el caso del Banco su 
accionar no ha derivado en una responsabilidad 
civil contractual, sino, se trata de una obligación de 
diligencia ordinaria y común por parte del Banco 
ante sus clientes que han honrado sus deudas; por 
cuanto la cuestión controvertida en el presente 
proceso se circunscribe en determ inar si como 
consecuencia de la conducta de los representantes 
del Banco dem andado en no emitir la carta de no 
adeudo y el retiro de sus datos como deudores en el 
Registro de INFOCORP Sociedad Anónima les ha 
ocasionado un daño a los actores. Sétimo. Que, en 
efecto según el expediente acompañado dos mil 
doscientos treinta, el Banco interpuso dem anda de 
obligación de dar suma dinero contra los hoy 
demandantes, solicitando el pago de dieciséis mil 
doscientos cuarenta y uno punto cincuenta y uno
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dólares americanos, el cual concluyó mediante el 
Acta de Conciliación obrante a fojas a cincuenta y 
ocho del acompañado, en el que se pactó reajustar 
la deuda a once mil dólares americanos y la tom a 
de pago; deuda que fue cancelada totalmente; no 
obstante el Banco no cumplió con los demandantes 
en emitirles la carta de no adeudo y el retiro de sus 
datos como deudores en el Registro de INFOCORP 
Sociedad Anónima; a pesar de ser requerido en 
diversas oportunidades; consecuentemente, la 
conducta omisiva del Banco configuró el supuesto 
jurídico contenido en el artículo 1969 del Código 
Civil, por presentarse los elementos constitutivos 
de la responsabilidad civil, los cuales han sido 
debidamente establecidos por la sentencia apelada, 
como son: a) el daño que constituye la lesión de un 
interés legítimamente tutelado y las consecuencias 
negativas del mismo; b) la ilicitud (antijuricidad) 
referida a la verificación que la lesión a un interés 
legítimamente tutelado y sus consecuencias 
negativas han contravenido una norm a de carácter 
imperativo, el orden público o las buenas 
costumbres; c) la relación causal que es el nexo 
entre el hecho generador del daño y la lesión a un 
interés legítimamente tutelado, así como sus 
consecuencias negativas; y por último, d) el criterio 
de imputación o factor atributivo que es el supuesto 
que justifica el atribuir responsabilidad civil al 
sujeto; además el Banco dem andado no acreditó 
estar dentro de los supuestos del artículo 1971 del 
Código acotado, que regula las causas eximentes de 
responsabilidad civil; más aun, cuando éste tenía 
conocimiento de sus obligaciones contenida en los 
artículos 158, 159 y 160 de la Ley General del 
Sistema Financiero y del Sistema de Seguro y 
Orgánica de la Superintendencia de Banca y 
Seguros Ley 26702, concordantes con los artículos 
1 y 9 inciso c) de la Ley 27489, Ley que Regula las 
Centrales Privadas de Información de Riesgos y de 
Protección al Titular de la Información (CEPIRS) 
modificado por el artículo 1 de la Ley 27863 y el 
artículo 18 inciso 1° de la misma Ley; por lo tanto, 
así como el citado Banco tiene el deber de informar 
los endeudamientos de sus clientes, tam bién lo está 
respecto a la cancelación de la deudas de los 
mismos. Octavo. Por las razones anotadas, el 
recurso propuesto debe ser amparado por haberse 
configurado la causal establecida en el artículo 386 
inciso 2° del Código Procesal Civil. Noveno. Por 
último, no obstante que las normas referidas a la
responsabilidad civil extracontractual del Código 
Civil, no regulan expresamente la valoración 
equitativa del resarcimiento por parte del Juzgador; 
se puede inferir del análisis del artículo 1985 del 
Código acotado que la indemnización por daños y 
perjuicios debe fijarse prudencialm ente con un 
criterio de equidad, de m anera tal que el quantum  
indemnizatorio no constituya un enriquecimiento 
indebido de los actores con el consiguiente perjuicio 
económico de la parte demandada; por ende, el 
daño ocasionado a la parte demandante, debe ser 
compensado por la entidad dem andada con una 
suma de dinero que sea establecida atendiendo a la 
m agnitud del mismo, a las características 
particulares y personales de los afectados, y al 
momento de las circunstancias del evento. Décimo. 
Que, bajo ese contexto, en el presente caso la suma 
fijada por el a quo en la sentencia apelada resulta 
excesiva, por lo tanto, debe existir una relación 
prudente entre la prueba aportada sobre la 
magnitud del daño causado y la suma de dinero 
que la compense; por lo que, la referida sentencia 
debe revocarse, en cuanto al monto, estableciéndose 
una suma adecuada. 4. DECISIÓN: Estando a las 
conclusiones precedentes y de conformidad con la 
facultad conferida por el artículo 396, inciso 1°, del 
Código Procesal Civil: a) Declararon FUNDADO 
el recurso de casación de fojas doscientos cuarenta 
y tres, interpuesto por don José Luis Catacora 
Váldez y doña Aída Consuelo Quintanilla Chacón; 
en consecuencia, decidieron CASAR la sentencia 
de vista de fojas doscientos treinta y cinco, su fecha 
veinte de diciembre de dos mil cinco. b) Actuando 
en sede de instancia: CONFIRMARON la sentencia 
apelada de fojas ciento setenta y nueve, su fecha 
treinta de mayo de dos mil cinco, en el extremo que 
declara FUNDADA en parte la demanda 
interpuesta contra el Banco de Crédito del Perú, 
sobre indemnización por daños y perjuicios, 
emisión de carta de no adeudo y retiro de sus datos 
como deudores en el Registro de INFOCORP; 
REVOCARON la referida sentencia en cuanto al 
m onto indemnizatorio que señala en diez mil 
nuevos soles por daños y perjuicios; 
REFORMÁNDOLA en ese extremo, establecieron 
dicho m onto en la suma de seis mil nuevos soles 
que deberá pagar el Banco de Crédito a los 
demandantes en concepto de indemnización por 
daños y perjuicios. c) DISPUSIERON la publicación 
de la presente resolución en el Diario Oficial El
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Peruano, bajo responsabilidad; en los seguidos por 
José Luis Catacora Váldez y otra, con el Bando de 
Crédito, sobre indemnización por daños y 
perjuicios y otros conceptos; y los devolvieron.
SS. CAROAJULCA BUSTAMANTE, SANTOS 
PEÑA, MANSILLA NOVELLA, MIRANDA 
CANALES
LOS FUNDAMENTOS DEL VOTO DEL SEÑOR 
VOCAL SANCHEZ PALACIOS PAIVA, SON 
COMO SIGUE: CONSIDERANDO: Primero.- 
Que conforme a lo dispuesto en el artículo 
139 inciso 5° de la Carta Política del Estado, es 
principio y derecho de la función jurisdiccional, la 
motivación escrita de las sentencias, con mención 
expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de 
hecho en que se sustenta. El artículo 122 inciso 3° 
del Código Procesal Civil, contiene igual exigencia. 
El artículo 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
en su texto actual determinado por la Ley 28490, 
precisa que los órganos jurisdiccionales de segundo 
grado, deben expresar sus propias motivaciones. 
Segundo. La sentencia de vista establece los hechos 
del proceso, se refiere a la Exposición de motivos 
del Código Civil sin precisar la norm a sustantiva 
a que corresponde la cita, y se fundam enta en citas 
de doctrina jurídica (sexto y séptimo motivos); 
pero salvo la referencia al artículo 87 del Código 
Procesal Civil para desestimar las pretensiones 
accesorias, no se sustenta en norm a legal alguna, 
para resolver la pretensión principal, afectando de 
este m odo una garantía fundamental del proceso. 
Tercero. En consecuencia, se puede decir que 
la sentencia bajo análisis tiene fundamentos de 
Derecho, en cuanto a citas de doctrina; pero no 
puntualiza ni identifica las normas legales que 
aplicó, de tal manera que no satisface la exigencia 
constitucional y legal. La norm a legal no puede 
quedar sobreentendida; la cita legal no puede 
presumirse; debe señalarse de manera expresa, 
pues es la única forma como el justiciable conoce 
cual es la ley que los jueces aplican. Esto es también 
im portante para la eventual formulación del 
recurso de casación, para que el justiciable pueda 
conocer las normas que se aplicaron y si se les dio 
el sentido propio que les corresponde, identificar 
las que no se aplicaron si fuera el caso o las que 
se aplicaron indebidamente. Cuarto. Siendo que
la causal in procedendo ha quedado acreditada, no 
corresponde pronunciamiento sobre la causal in 
indicando. Por estos fundamentos y en aplicación 
del inciso 2°, apartado 2.1, del artículo 396 del 
Código Procesal Civil: MI VOTO es porque 
se declare FUNDADO el recurso de casación 
interpuesto por don José Luis Catacora Váldez y 
doña Aída Consuelo Ouintanilla Chacón, y en 
consecuencia, se declare NULA la sentencia de 
vista de fojas doscientos treinta y cinco, su fecha 
veinte de diciembre de dos mil cinco, Ordenándose 
el reenvío de los autos a la Sala Superior de origen 
para que expida nuevo pronunciam iento con 
arreglo a los preceptos señalados, Recomendando 
a los señores magistrados intervinientes mayor 
cuidado en sus pronunciamientos jurisdiccionales; 
en los seguidos con el Banco de Crédito del Perú, 
sobre indemnización por daños y perjuicios. Lima, 
veintiséis de mayo de dos m il seis.
S. SÁNCHEZ PALACIOS PAIVA.
I. INTRODUCCIÓN
La resolución, objeto de evaluación, será el punto 
de partida para la realización de un estudio 
detenido respecto de temas esenciales como son: 
la motivación adecuada de las decisiones judiciales 
y el uso correcto de los preceptos legales referidos 
a la responsabilidad civil. Pero, del mismo modo, 
propiciará el análisis de los deberes de protección 
(de los consumidores bancarios) que asumen las 
instituciones financieras y que implican situaciones 
jurídicas de desventaja que se desarrollan en un 
vínculo jurídico previo que afirma la existencia de 
un sistema de responsabilidad civil por inejecución 
de obligaciones y no uno de responsabilidad 
extracontractual como de m odo equívoco se 
postula en la sentencia objeto de estudio.
II. EL DERECHO A LA TUTELA JURISDIC­
CIONAL EFECTIVA Y SUS MANIFESTA­
CIONES
1. La tutela judicial efectiva
De acuerdo a Ferreira2:
“El derecho a la tutela efectiva que emana de la
2 En: Tutela judicial efectiva, amparo residual y medidas cautelares en el Código Procesal Constitucional, En: Derecho Procesal, III Congreso 
Internacional, Fondo Editorial de la Universidad de Lima: Lima, 2005. p. 111.
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Constitución se encuentra consagrado en el artículo 
139 inciso 3 como principio de la administración 
de justicia y puede desplegarse en cuatro derechos 
básicos, conforme lo acepta pacíficamente la 
doctrina:
• El derecho de libre acceso a la jurisdicción y al 
proceso en las instancias reconocidas.
• El derecho de defensa o la prohibición 
constitucional de la indefensión.
• El derecho a obtener una resolución fundada en 
derecho que ponga fin al proceso.
• El derecho constitucional a la efectividad de la 
tutela judicial.
De estos cuatro componentes de la tutela judicial 
efectiva el más representativo para la protección 
de los derechos fundamentales se relaciona con la 
efectividad de la tutela judicial, por la tramitación 
acelerada del procedim iento de amparo, dada su 
naturaleza de proceso urgente y la tram itación 
lata de los procesos de conocimiento (abreviado 
y sumarísimo para los procesos contenciosos 
administrativos) que en muchos casos se exceden 
del plazo razonable que debe existir para que se 
consagre el principio de la tutela judicial efectiva.”
En el presente proceso se alude a la afectación 
del derecho a obtener una resolución (de vista) 
fundada en las normas del ordenamiento jurídico 
que ponga fin al proceso. Según los recurrentes la 
resolución, objeto del recurso, afecta las reglas del 
“debido proceso y la tutela jurisdiccional efectiva” 
puesto que no justifica sus decisiones de modo 
adecuado incurriendo en errores graves. De este 
m odo se pronuncia el voto singular del doctor 
SANCHEZ PALACIONES PAIVA:
“LOS FUNDAMENTOS DEL VOTO 
DEL SEÑOR VOCAL SANCHEZ 
PALACIOS PAIVA, SON COMO SIGUE: 
CONSIDERANDO: Primero.- Que conforme 
a lo dispuesto en el artículo 139 inciso 5° de la 
Carta Política del Estado, es principio y derecho 
de la función jurisdiccional, la motivación 
escrita de las sentencias, con mención expresa 
de la ley aplicable y de los fundamentos de 
hecho en que se sustenta. El artículo 122 inciso 
3° del Código Procesal Civil, contiene igual 
exigencia. El artículo 12 de la Ley Orgánica del
Poder Judicial, en su texto actual determinado 
por la Ley 28490, precisa que los órganos 
jurisdiccionales de segundo grado, deben 
expresar sus propias motivaciones. Segundo. 
La sentencia de vista establece los hechos 
del proceso, se refiere a la Exposición de 
motivos del Código Civil sin precisar la norm a 
sustantiva a que corresponde la cita, y se 
fundam enta en citas de doctrina jurídica (sexto 
y séptimo motivos); pero salvo la referencia 
al artículo 87 del Código Procesal Civil para 
desestimar las pretensiones accesorias, no se 
sustenta en norm a legal alguna, para resolver 
la pretensión principal, afectando de este 
m odo una garantía fundamental del proceso. 
Tercero. En consecuencia, se puede decir que 
la sentencia bajo análisis tiene fundamentos de 
Derecho, en cuanto a citas de doctrina; pero 
no puntualiza ni identifica las norm as legales 
que aplicó, de tal m anera que no satisface la 
exigencia constitucional y legal. La norm a 
legal no puede quedar sobreentendida; la cita 
legal no puede presumirse; debe señalarse 
de m anera expresa, pues es la única forma 
como el justiciable conoce cual es la ley que 
los jueces aplican. Esto es tam bién importante 
para la eventual formulación del recurso 
de casación, para que el justiciable pueda 
conocer las norm as que se aplicaron y si se 
les dio el sentido propio que les corresponde, 
identificar las que no se aplicaron si fuera el 
caso o las que se aplicaron indebidamente. 
Cuarto. Siendo que la causal in procedendo 
ha quedado acreditada, no corresponde 
pronunciam iento sobre la causal in indicando. 
Por estos fundamentos y en aplicación del 
inciso 2°, apartado 2.1, del artículo 396 del 
Código Procesal Civil: MI VOTO es porque 
se declare FUNDADO el recurso de casación 
interpuesto por don José Luis Catacora Valdez 
y doña Aída Consuelo Quintanilla Chacón, y 
en consecuencia, se declare NULA la sentencia 
de vista de fojas doscientos treinta y cinco, su 
fecha veinte de diciembre de dos mil cinco, 
Ordenándose el reenvío de los autos a la Sala 
Superior de origen para que expida nuevo 
pronunciam iento con arreglo a los preceptos 
señalados, Recomendando a los señores 
magistrados intervinientes mayor cuidado en 
sus pronunciamientos jurisdiccionales; en los
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seguidos con el Banco de Crédito del Perú, 
sobre indemnización por daños y perjuicios. 
Lima, veintiséis de mayo de dos mil seis.
S. SÁNCHEZ PALACIOS PAIVA”
Tal como se indica la Sala de la Corte Superior sólo 
refiere, en su sentencia, a la exposición de motivos 
del Código Civil mas no explica cuál es la norm a 
jurídica, su estructura y aplicación al caso concreto. 
Este es un error frecuente en el Poder Judicial. Al 
efectuar la motivación de la decisión judicial el 
magistrado (colegiado) sólo transcribe normas 
o coloca el núm ero del artículo mas no explica la 
construcción de su razonamiento. El magistrado 
debe construir su razonamiento argumentando 
cómo los hechos demostrados se subsumen en los 
supuestos de hecho de las norm as jurídicas y por 
ende por qué le son aplicables las consecuencias 
jurídicas previstas en éstas. Del mismo m odo debe 
efectuarse con las citas doctrinarias. No basta con 
citar (“cual Frankestein”) pasajes de libros por 
doquier sin argumentación alguna.
Por esta razón discrepamos con la sentencia 
casatoria cuando indica:
“Tercero. Que, analizando la causal por error 
in procedendo, cabe precisar que el debido 
proceso y la tutela jurisdiccional efectiva 
constituyen derechos fundamentales de la 
persona reconocidos en el inciso 3° del artículo 
139 de la Constitución Política del Estado, por 
cuanto el derecho a la tutela jurisdiccional 
efectiva es un  derecho omnicomprensivo 
que contiene a los derechos de acción, 
contradicción y debido proceso como derechos 
fundamentales específicos contenidos en aquel 
derecho fundamental; consecuentemente 
dicha causal se configura cuando en el 
desarrollo del proceso, no se ha respetado 
los derechos procesales de las partes, se han 
obviado o alterado actos de procedimiento, 
la tutela jurisdiccional no ha sido efectiva y/o 
el órgano jurisdiccional deja de motivar sus 
decisiones o lo hace en forma incoherente, en 
clara trasgresión de la norm atividad vigente 
y de los principios procesales; lo cual no ha
sucedido en el presente caso, por cuanto según 
lo apreciado en la sentencia de vista, a pesar 
de no contener expresamente ninguna norm a 
de índole sustantivo, se infiere de su parte 
considerativa que el Colegiado Superior ha 
establecido que la relación obligatoria cuyo 
cumplimento es m ateria de análisis es la 
surgida como consecuencia de la conciliación 
realizada entre la partes y de los actuados 
aprecia que la parte demandante ha cumplido 
con su parte en el acuerdo conciliatorio, según 
lo reconocido por el Banco; concluyendo 
que ambas partes han cumplido con sus 
obligaciones pactadas, y en el caso del Banco 
emplazado su accionar no ha derivado en una 
inejecución de obligaciones (responsabilidad 
civil obligacional o contractual), sino, más 
que una obligación contractual del Banco, se 
trata de una obligación de diligencia ordinaria 
y común por parte de dicha entidad ante sus 
clientes que han honrado sus deudas; dejando 
a salvo el derecho de los demandantes para que 
lo hagan valer de acuerdo a ley; por ende, se 
infiere que los hechos materia de controversia 
corresponden a una inimputabilidad en la 
inejecución de obligaciones por haber actuado 
el Banco con la diligencia ordinaria requerida, 
lo que equivale a que la Sala de mérito 
ha aplicado las norm as del Código Civil 
correspondientes; por ende la presente causal 
no puede prosperar, dado que la sentencia 
recurrida contiene sus propios fundamentos 
de hecho y de derecho por haberse emitido 
dentro de los cauces que exige nuestra 
norm atividad procesal”. (El énfasis es propio).
Consideramos errado cómo la Sala Suprema 
reconoce la “ausencia de una norm a de índole 
sustantivo” en la Sentencia de Vista mas luego 
señala que “se infiere de su parte considerativa 
que el Colegiado Superior ha establecido (...)”. 
La motivación no puede ser el resultado de 
una inferencia (la que puede cambiar según el 
enfoque del intérprete). No debemos olvidar que 
las decisiones jurisdiccionales son “declaraciones 
de voluntad” dirigidas al público usuario y no 
a “abogados” por lo que debe tener “claridad y
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precisión” en su argumentación.
¿Qué es la tutela jurisdiccional efectiva?
La tutela jurisdiccional efectiva se relaciona con 
el debido proceso el que puede ser adjetivo o 
sustantivo. El debido proceso adjetivo tiene tres 
aspectos que tienen jerarquía constitucional: a) que 
medie imparcialidad e independencia de los jueces, 
condición que se vincula con el principio procesal 
de igualdad de las partes en litigio; b) que todo 
litigante tenga oportunidad adecuada de defensa 
y prueba y c) que la intervención jurisdiccional 
asegure la tutela judicial efectiva en tiem po útil, 
condición abarcativa del principio de economía 
procesal.
Según Gozaíni3
“Cabe recordar los dos aspectos que abarca 
la noción de debido proceso. Por una 
vertiente se consideran los aspectos formales 
que encolumnan bases, reglas y principios, 
tales como la bilateralidad, el derecho a la 
contradicción, el deber de ser oído, el derecho 
a la prueba, a obtener sentencia en un plazo 
razonable y a ejecutarlo rápidamente sin 
reabrir la controversia. Se complementa 
con el segundo aspecto: el debido proceso 
sustancial que se refiere a la razonabilidad de 
las decisiones, es un límite a la arbitrariedad y 
la injusticia”.
En las conclusiones de la VII Cumbre 
Iberoamericana de Cortes Supremas y Tribunales 
Supremos de Justicia se indicó que la función 
jurisdiccional esta sometida a los siguientes 
principios (entre otros): a) principio de justicia 
transparente (toda persona tiene derecho a recibir 
información), b) principio de justicia comprensible 
(en los actos de comunicación procesal, vistas, 
comparecencias, resoluciones y sentencias se debe 
utilizar un lenguaje sencillo y comprensible, c) 
Principio de justicia atenta con todas las personas 
(derecho a ser atendido por los tribunales dentro 
del plazo adecuado).
Podemos apreciar que en la sentencia de vista se 
viola el segundo de los principios puesto que tiene 
térm inos e ideas que nos entendibles.
Respecto de la imparcialidad y para evitar la 
parcialidad objetiva o manifiesta debe de motivarse 
las sentencias, haciendo que la decisión no se 
consagre como el acto fundamental y definitivo 
de la jurisdicción si este no está suficiente y 
debidamente fundado en la ley. La motivación 
constituye la operación m ental del Juez dirigida a 
determ inar si todos los extremos de una decisión 
son susceptibles de ser incluidos en la redacción de 
sentencia, por gozar de una adecuada justificación 
jurídica.
Finalmente en este prim er punto, sólo se infringe 
este derecho cuando: “a) Se niega u obstaculiza 
gravemente a la persona el acceso a la jurisdicción 
o al proceso en el que pueda plantear su pretensión 
ante los Jueces y Tribunales; b) Se le produce 
indefensión en el proceso donde se ventila esa 
pretensión; c) No obtiene una resolución razonable 
y fundada en Derecho4; d) La resolución obtenida 
no es efectiva”.
2. Fundamentación normativa de la afectación a 
la tutela jurisdiccional efectiva
De acuerdo al artículo I del Título Preliminar del 
Código Procesal Civil “toda persona tiene derecho 
a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio o 
defensa de sus derechos o intereses, con sujeción a 
un debido proceso”.
Tal como podem os apreciar del artículo en 
m ención el magistrado (en este caso la SALA) 
debe conducirse conforme las reglas del debido 
proceso (tanto adjetivo como subjetivo) por lo 
que al no m otivar adecuadamente sus resoluciones 
ni pronunciarse sobre todos los aspectos de un 
recurso se incurre en una afectación al mismo. 
Así existen diversas Casaciones que resaltan el 
derecho a un  debido proceso como esencial para el 
aseguramiento de la tutela jurisdiccional efectiva.
3 Funciones del Juez en los procesos constitucionales, En: Derecho Procesal. III Congreso Internacional, Editorial de la Universidad de Lima:
Lima, 2005, pp. 39 y 40.
4 En el presente caso se aplica el presente literal en tanto la resolución de la sentencia de vista no efectúa un análisis motivado y fundado en De­
recho, más aún realiza especulaciones y deriva algunos aspectos fácticos a sentencias distintas. Además no se pronuncia sobre cada uno de los 
artículos previstos en el recurso como inaplicados.
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Por ejemplo:
Casación N° 3202-2001-La Libertad:
“El debido proceso tiene por función asegurar 
los derechos fundamentales consagrados 
en la Constitución, dando a toda persona 
la posibilidad de recurrir a la justicia para 
obtener la tutela jurisdiccional de los derechos 
individuales, a través de un procedimiento 
legal, en el que se dé oportunidad razonable 
y suficiente de ser oído, de ejercer el derecho 
de defensa, de producir pruebas y de obtener 
una sentencia que decida la causa dentro de un 
plazo preestablecido en la ley procesal”
Casación N° 380-2000-Cusco:
“El debido proceso es una garantía 
constitucional, por la cual todo justiciable 
tiene derecho a la defensa, con pleno respeto 
de las normas procesales preestablecidas”.
Casación N° 2356-2001-San Román:
“Se atenta contra el debido proceso cuando 
se incurre en arbitrariedad fáctica, cuando se 
emiten decisiones que fracturan el examen 
de los medios de prueba, porque lejos de ser 
analizados en conjunto en el fallo se los aisló 
y dejó como cabos sueltos, haciéndoles perder 
su eficacia, así como cuando atribuyen al 
medio probatorio o al hecho objeto de prueba 
un alcance o sentido que lo priva del que en
verdad tenía”.
El artículo 50 del Código Procesal Civil establece:
“Son deberes de los jueces en el proceso:
1. Fundamentar los autos y las sentencias, bajo 
sanción de nulidad, respetando los principios 
de jerarquía de las normas y la congruencia”.
Por tanto, la Sala de la Corte Superior debió 
justificar su resolución adecuando su contenido a 
lo pretendido por el recurrente y resolviendo cada 
aspecto que fue admitido.
3. La adecuada motivación de las resoluciones
Conforme lo establece Taruffo5 cuando refiere a la 
experiencia errada de la motivación establece que 
“el llamado razonamiento decisorio se articula en 
diversas fases: una es aquella en la cual la decisión 
es form ulada y comprende el entero desarrollo 
del proceso, antes que la verdadera y propia 
deliberación. Aquí se tiene como ya se ha dicho 
al inicio, un procedim iento de “descubrimiento” 
y de formulación del juicio que en parte sigue el 
desarrollo del proceso, pero que básicamente se 
coloca en el nivel de los procedimientos mentales 
que el juez realiza para alcanzar la decisión”.
Este error es el que habitualmente cometen los 
jueces en el Perú puesto que no expresan sus 
razones o justificaciones y simplemente repiten 
los actuados y remiten sus fundamentos a otras 
sentencias: así por ejemplo es común leer en 
sentencias de vista la frase “y por los fundamentos 
de la sentencia apelada”. Por otro lado, se hacen 
apreciaciones de los hechos y de las pruebas sin 
indicar el contenido de éstas. En nuestro caso, la 
Sala Superior sólo alude a fundamentos jurídicos 
superfluos y sin contenido puntual.
¿Cómo debe motivarse?
De acuerdo a este autor “la motivación tiene algo 
de más porque puede emplear argumentos no 
utilizados para decidir; tiene algo de menos, porque 
no contiene todos los factores que han influído 
sobre la decisión; y por último, tiene algo diverso, 
porque su función fundamental es justificativa y no 
heurística”. Desde nuestro punto de vista y tal como 
se establece en la Academia de la Magistratura 
la motivación reúne distintos momentos: a) 
Determinación de los hechos (completos); b) 
Delimitación o selección del material jurídico 
(normativo, doctrinario, jurisprudencial, entre 
otros); c) Demostración de los hechos mediante la 
prueba idónea y formación de la premisa menor; 
d) Interpretación y subsunción: El juez debe 
interpretar el supuesto de hecho de la premisa 
mayor y debe subsumir el hecho demostrado en 
dicha norma; e) Construcción de la Conclusión y 
validación de lo concluido (justificación interna).
5 Taruffo, Michelle, El control de la motivación de la sentencia civil, Palestra: Lima, 2005, p. 196. 
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Además el magistrado debe justificar sus premisas 
e interpretaciones mediante la llamada justificación 
externa.
A fin de lograr una justicia eficiente y objetiva 
dicha motivación debe ser clara y adecuadamente 
justificada. La labor de la Sala Superior al emitir su 
sentencia debió implicar un re-examen o control 
de la motivación de la sentencia apelada:
“A su vez, la diferencia entre reexamen de mérito y 
control de la motivación se m uestra evidente, si se 
considera que en la lógica, como en general en la 
argumentación racional, siempre es posible arribar 
a una conclusión “verdadera” o “justa” sobre la base 
de argumentaciones equivocadas o de premisas 
falsas. Esto com porta el deber de tener en cuenta 
que una cosa es la conclusión (la decisión) y otra la 
argumentación que la justifica (la motivación). Así 
frente a la observación por la cual “el hecho F es 
verdadero en base al argumento A” son posibles dos 
posiciones. La prim era consiste en negar la verdad 
de F, es decir, en afirmar que F no se ha verificado. 
La segunda consiste en negar la aceptabilidad de 
A en este caso aún no se ha dicho nada en torno a 
la verdad o falsedad de F (que podría tam bién ser 
verdadero sobre la base de un diverso argumento 
A1). En el prim ero de los casos, negando la verdad 
de una aseveración se ingresa, como diría el jurista, 
en el mérito de ella. En el segundo caso se niega la 
validez de un argumento justificativo, pero no se 
toca “el mérito” de la aserción: el control sobre la 
validez racional de la justificación no implica, en 
absoluto, la reformulación ex novo de tal aserción, 
sino, únicamente significa establecer si ella está o 
no sostenida por argumentaciones racionalmente 
aceptables, en el contexto en el cual ha sido 
formulada”6.
4. La labor casatoria y los contenidos de la 
sentencia de casación
No obstante nuestro estudio está referido, 
principalmente, al análisis de la adecuada 
motivación de las decisiones jurisdiccionales de 
la Corte Superior de Justicia también, creemos 
pertinente, debe evaluar la argumentación de las 
sentencias de Casación. Ello tiene como principal
justificación los errores frecuentes en los que 
incurre la Corte Suprema de la República al señalar 
que la sentencia casatoria sólo debe efectuar una 
descripción general de los fundamentos del recurso 
sin pronunciarse sobre los hechos acaecidos ni 
evaluar el valor demostrativo de las pruebas. Si bien 
es cierto que el Recurso de Casación no implica la 
existencia de una nueva instancia consideramos 
que sólo será posible determ inar la existencia de 
un error en la aplicación de las reglas procesales o 
en la aplicación del Derecho efectuando un “nuevo 
estudio de los hechos desde el re-examen de la 
prueba”.
Conforme lo establece Carrión7:
“El control del recurso de casación sobre 
los hechos y los medios probatorios, en los 
primeros años, fue rechazado tajantemente y 
reiteradamente, bajo el argumento de que el 
texto del ordenamiento jurídico en materia 
casatoria no lo permite. Sin embargo, en vista 
del reclamo perm anente de los litigantes a 
fin de que se adm ita un cierto control de 
los hechos frente a sentencias arbitrarias, 
absurdas e injustas, jurisprudencialmente, 
de modo excepcional, en nuestro país, con 
evidente prudencia, se viene perm itiendo 
la expansión del control casatorio hacia la 
apreciación de los hechos y la valoración de los 
medios probatorios, específicamente cuando 
se advierten resoluciones manifiestamente 
arbitrarias, absurdas e injustas”.
En el presente proceso la sala casatoria debió 
observar que la sentencia casada realizó una 
evaluación superficial de los hechos.
También resulta interesante citar la idea que el 
autor antes citado indica respecto de los jueces:
“(... ) No cabe duda que en estos casos la 
tendencia jurisprudencial es contraria a la 
tendencia legalista, que recogen un gran 
núm ero de operadores del derecho. No 
podem os negar esta realidad. Es que la mayoría 
de los operadores del derecho en nuestro país 
es legalista. Se ha acuñado incluso en la jerga
6 Ver Taruffo, Michelle, Ob. Cit.
7 Carrión Lugo, Jorge, El recurso de casación en el Perú, Grijley: Lima, 2003.
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judicial una denominación peruana para los 
que se apegan rígidamente al texto de la ley: 
los denominados codigueros”8.
La labor casatoria tiene por finalidad controlar la 
observancia correcta de la norm a jurídica para 
tal propósito debe evaluar si es que los hechos 
alegados y demostrados pueden ser subsumidos 
en el contenido de la norm a jurídica. Ello se 
conoce como labor “silogística” es decir un 
hecho concreto (que forma la premisa menor) 
debe ser interpretado para incorporarse en el 
supuesto de hecho de una norm a (que debe ser 
evaluada y tam bién interpretada) a fin de que se 
le aplique la consecuencia jurídica y se construya 
una nueva premisa conclusiva. En nuestro país, 
habitualmente, no se efectúa de m odo adecuado 
esa labor y por ello simplemente se transcriben 
norm as y se lim itan a una aplicación literal de las 
mismas. Ello lim ita la labor creativa e interpretativa 
del juez convirtiéndolo en un simple aplicador del 
derecho escrito. En la resolución casatoria la Sala 
debe pronunciarse sobre lo pretendido por los 
recurrentes y por tanto tam bién tiene que efectuar 
una labor silogística puesto que debe realizar un 
re-examen de la aplicación normativa desarrollada 
por la instancia casada. Así al admitirse un recurso 
de casación la Sala debe estudiar los preceptos 
jurídicos presentados (los que son inaplicados, 
indebidamente aplicados o m al interpretados por 
la instancia casada) y efectuando un análisis o 
revisión de la valoración fáctica realizada por la 
sentencia de vista determ inar si es que debe casarse 
la sentencia al incurrirse en error in iudicando. a 
propósito de ello Carrión nos dice:
“Es verdad y no hay duda que la subsunción 
de un hecho o de determinados hechos dentro 
de alguna norm a o de una categoría jurídica 
es una cuestión de derecho. Lo que se quiere 
resaltar es que hay supuestos en los cuales se 
presenta dificultad para separar una cuestión 
de hecho de una cuestión de derecho. En la
doctrina mayoritaria el recurso de casación se 
ha establecido para corregir errores de derecho. 
Empero, el recurso es usado tam bién en 
algunos ordenamientos para corregir errores 
de hecho en que puede incurrir un juez.”9
Resulta evidente que si es posible efectuar un 
control de los hechos tam bién lo será sobre las 
pruebas que son los medios demostrativos de 
los hechos, es decir, los medios para acercarnos 
a los supuestos fácticos (y reconstruir la verdad 
aparente), por tanto, un juez que no conoce 
los hechos puesto que se acerca a los mismos 
m ediante las pruebas, puede incurrir en error al 
valorar las pruebas (consideramos importante que 
el magistrado deba indicar en el contenido de la 
resolución el valor positivo o negativo que le da a 
la prueba a fin de evitar la arbitrariedad), por tanto 
tam bién es posible efectuar un re-examen de la 
labor probatoria efectuada por el magistrado o Sala 
casada20.
Por otro lado, respecto de la función de enseñanza 
de la Casación tenemos que “si la finalidad 
principal del recurso de casación es lograr la 
correcta aplicación de la norm a jurídica en general 
en la solución de las controversias que se someten 
a la decisión de los Jueces, qué mejor mecanismo 
procesal puede haber que no sea la resolución 
casatoria para im partir m ediante ella, por la 
Corte Suprema a las instancias inferiores, criterios 
relativos a la aplicación debida, a la interpretación 
correcta, a la aplicación pertinente, etc, de las 
normas jurídicas para solucionar conflictos”. Por 
ende, resulta preocupante que en los recursos 
de Casación en el Perú se lim iten sólo a una 
descripción genérica del contenido del recurso y 
una explicación tím ida de los contenidos de la Ley, 
sin mayor estudio interpretativo de los alcances de 
los preceptos jurídicos y su relación con los hechos 
de un proceso. Es indispensable que ustedes formen 
un criterio para que esta experiencia cambie en 
nuestro país.
8 Es interesante observar que un argumento frecuente de la Corte Suprema es indicar que: “no es tarea de la sala casatoria el efectuar una nueva 
actividad probatoria, debiendo ser ello una labor de las instancias de mérito”. Pero no se pide una nueva labor probatoria sino un re-examen 
de la labor probatoria efectuada por la instancia inferior para determ inar si hubo o no inaplicación de las normas que consideramos deben ser 
aplicadas al caso concreto.
9 Op. cit., p. 82
10 Así tenemos al Código de Procedimientos Civiles de Bolivia en su artículo 253-3. También tenemos al Código de procedimiento penal de Chile 
en su artículo 546-7 CPP-CHI. Al Código de Procedimientos Penales de El Salvador en su artículo 51-9 CPP-El Sal. A la ley de Enjuiciamiento 
Criminal de España en su artículo 849 numeral 2 que se pronuncian al respecto.
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Por tanto no debemos desentendernos de la labor 
evaluativa de los hechos y de las pruebas porque 
ello determ ina daños y afectaciones a derechos 
constitucionales como el que nos corresponde sobre 
la tutela jurisdiccional efectiva. Así Hitters nos dice: 
“No obstante la fría regla expuesta (alude a la regla 
fijada como principio por las Supremas Cortes de 
Buenos Aires y otras provincias de la Argentina, 
de que los jueces de grado son soberanos en la 
fijación de los hechos litigiosos y en la valoración 
de las pruebas, las que están excluidas del control 
casatorio) admite importantes excepciones, con lo 
que se demuestra el disimulado afán de la Corte 
(se refiere especialmente a la Suprema Corte de la 
Provincia de Buenos Aires) de no desentenderse 
del todo de las cuestiones de hecho, ya que éstos 
en definitiva gobiernan la aplicación del derecho, y 
si los cimientos están mal, seguramente el edificio 
que se apoye en ellos padecerá del mismo efecto”.22
5. Los deberes de protección de las entidades 
financieras
Un aspecto polémico, en la sentencia objeto de 
estudio, es el referido a la naturaleza del deber de 
la entidad financiera de informar a las centrales de 
riesgo sobre el pago de la deuda anotada. Así en 
el contenido de la decisión es considerado como 
expresión de un “deber de diligencia” que es ajeno a 
los deberes “contractuales”. De este m odo se indica:
“Tercero. Que, analizando la causal por error 
in procedendo, (...)según lo apreciado en 
la sentencia de vista, a pesar de no contener 
expresamente ninguna norm a de índole 
sustantivo, se infiere de su parte considerativa 
que el Colegiado Superior ha establecido que 
la relación obligatoria cuyo cumplimento 
es materia de análisis es la surgida como 
consecuencia de la conciliación realizada entre 
la partes y de los actuados aprecia que la parte 
demandante ha cumplido con su parte en el 
acuerdo conciliatorio, según lo reconocido por 
el Banco; concluyendo que ambas partes han 
cumplido con sus obligaciones pactadas, y en 
el caso del Banco emplazado su accionar no ha 
derivado en una inejecución de obligaciones 
(responsabilidad civil obligacional o
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contractual), sino, más que una obligación 
contractual del Banco, se trata de una 
obligación de diligencia ordinaria y común por 
parte de dicha entidad ante sus clientes que han 
honrado sus deudas; dejando a salvo el derecho 
de los demandantes para que lo hagan valer 
de acuerdo a ley; por ende, se infiere que los 
hechos m ateria de controversia corresponden 
a una inimputabilidad en la inejecución de 
obligaciones por haber actuado el Banco 
con la diligencia ordinaria requerida, lo que 
equivale a que la Sala de mérito ha aplicado 
las normas del Código Civil correspondientes; 
(...). Sexto. Que, en ese sentido y atendiendo a 
los argumentos del recurso, se puede establecer 
que en el presente caso, la responsabilidad civil 
es extracontractual, siendo de aplicación el 
artículo 1969 del Código Civil y no el artículo 
1970 del mismo Código; por cuanto la conducta 
dañosa desplegada por los representantes 
del Banco dem andado no implica un riesgo 
adicional al ordinario; en ese sentido, la Sala 
Superior incurre en un error al considerar que 
los hechos m ateria de la presente controversia 
están referidos al cumplimento del Acta de 
Conciliación suscrita entre la partes obrante 
a fojas cincuenta y siete a cincuenta y ocho 
del expediente acompañado, su fecha siete 
de mayo del dos mil uno, y que ambas 
partes han cumplido con sus obligaciones 
pactadas y en el caso del Banco su accionar 
no ha derivado en una responsabilidad civil 
contractual, sino, se trata de una obligación 
de diligencia ordinaria y común por parte del 
Banco ante sus clientes que han honrado sus 
deudas; por cuanto la cuestión controvertida 
en el presente proceso se circunscribe en 
determ inar si como consecuencia de la 
conducta de los representantes del Banco 
dem andado en no emitir la carta de no adeudo 
y el retiro de sus datos como deudores en el 
Registro de INFOCORP Sociedad Anónima 
les ha ocasionado un daño a los actores. 
Sétimo. Que, en efecto según el expediente 
acompañado dos mil doscientos treinta, el 
Banco interpuso dem anda de obligación de 
dar suma dinero contra los hoy demandantes, 
solicitando el pago de dieciséis mil doscientos
11 Hitters, Carlos, Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación, p. 340. Obra citada por Carrión Lugo, Jorge, Op. Cit.
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cuarenta y uno punto cincuenta y uno dólares 
americanos, el cual concluyó mediante 
el Acta de Conciliación obrante a fojas a 
cincuenta y ocho del acompañado, en el que 
se pactó reajustar la deuda a once mil dólares 
americanos y la tom a de pago; deuda que fue 
cancelada totalmente; no obstante el Banco 
no cumplió con los demandantes en emitirles 
la carta de no adeudo y el retiro de sus datos 
como deudores en el Registro de INFOCORP 
Sociedad Anónima; a pesar de ser requerido 
en diversas oportunidades; consecuentemente, 
la conducta omisiva del Banco configuró el 
supuesto jurídico contenido en el artículo 
1969 del Código Civil”. (El énfasis es propio).
De este modo podem os resumir el razonamiento de 
la Sala de la Corte Superior y el de la Sala Suprema:
- Respecto de la Corte Superior (Sentencia de 
Vista): Al no cumplir el banco con emitir la carta 
de no adeudo y el retiro de los datos como deudores 
en el Registro de Infocorp S.A. de los recurrentes 
entonces no estamos ante un  incumplimiento 
del acuerdo conciliatorio y de las obligaciones 
asumidas por ambas partes sino ante la inejecución 
de un deber de diligencia ordinario y común 
(extracontractual).
- Respecto de la Corte Suprema (Sentencia 
Casatoria): Al no cumplir el banco con emitir la 
carta de no adeudo y el retiro de los datos como 
deudores en el Registro de Infocorp S.A. de los 
recurrentes entonces se ha ocasionado un daño 
que debe indemnizarse conforme a lo dispuesto 
en el artículo 1969 del Código Civil por lo que 
no debemos referirnos al cumplimiento o no del
Acuerdo Conciliatorio.
Conforme lo apreciamos ninguna de las sentencias 
refiere adecuadamente a la naturaleza jurídica 
del deber de emitir la carta de no adeudo y el 
retiro de los datos del registro de deudores de 
Inforcorp. Desde nuestro punto de vista dicho 
deber (que se desarrolla en un vínculo pre­
existente) es consecuencia de imperativos legales 
que se incorporan al contrato (negocio jurídico) 
y que refieren al “deber de diligencia” (expresión 
del deber de buena fe dispuesto en el artículo 
1362 del Código Civil) por lo que no es ajeno al 
contenido contractual. El propósito de dicho deber 
recae en la protección de la integridad de intereses 
jurídicamente protegidos del consumidor bancario.
¿Qué es un deber de protección?22
Es una situación jurídica de desventaja 
(subordinación) por la que un sujeto tendrá que 
realizar un  com portamiento para satisfacer un 
interés (ajeno) protegido por el ordenamiento 
jurídico y que no refiere directamente a la prestación 
(conducta comprometida en el contrato).
6. La responsabilidad por la afectación del de­
ber de protección de las entidades financie­
ras por el no aviso oportuno a las centrales 
de riesgo del pago de una deuda
Conforme a lo concluido en el punto precedente 
los deberes incumplidos por la entidad financiera 
se incorporan al contrato y su inejecución 
determ ina un supuesto de “responsabilidad civil 
por inejecución de obligaciones” por lo que
12 Existen distintas teorías sobre la naturaleza jurídica de los deberes de protección, así Cabanillas, A. Los deberes de protección del deudor en el 
derecho civil, en el mercantil y en el laboral, Civitas: Madrid, 2000; indica:
“Teorías sobre la naturaleza de los deberes de protección: contractual, extracontractual y legal:
Respecto de la naturaleza de los deberes de protección se han concebido diversas teorías las que proponen distintos enfoques. Estas teorías se 
pueden clasificar en:
a. Tesis que propone la ubicación de los deberes de protección fuera del ámbito contractual
Se establece que los deberes de protección están fuera del ámbito de las denominadas lesiones contractuales positivas, correspondiendo al De­
recho delictual. El Derecho contratual sólo refiere al interés de cumplimiento de los deberes que se insertan en el programa de prestación. Esta 
tesis establece que el Derecho delictual protege de mejor m odo a los deberes de protección dañados porque su cobertura es mayor (al aplicar la 
teoría de la causa adecuada y existir ventajas probatorias que no existen en la responsabilidad por inejecución de obligaciones o “contractual”). 
Así autores como Huber propugna la supresión de la categoría de la lesión contractual positiva: “el nuevo concepto de incumplimiento (Nich- 
terfullung) a introducir en el derecho de obligaciones alemán sería la piedra angular del Derecho de los impedimentos de la prestación, que en
lo que no cubriese debería ser remitido al derecho delictual”. MEDICUS en la misma línea establece que “el caso de los deberes de protección se 
encuadra mejor en el derecho Delictual”.
Una posición más radical respecto a la corriente delictual la tenemos con Jourdain quien establece:
“La seguridad no tiene nada que ver con el contrato. Toda persona que ejerce una actividad cualquiera está obligada a respetar la seguridad de 
otro”.
En el caso francés la tendencia es la m isma así “se advierte en la jurisprudencia más reciente una corriente más severa hacia el deudor que se m a­
nifiesta no en la sustitución de la obligación de medios por la de resultado, sino en la preferencia dada hoy en día a la responsabilidad delictual
Revista de Derecho O u s  et Ratio"
discrepamos con la aplicación errada del artículo 
1969 del Código Civil y las reglas de responsabilidad 
extracontractual que efectúan tanto la Corte 
Superior como la Corte Suprema de Justicia:
“Sexto. Que, en ese sentido y atendiendo a los 
argumentos del recurso, se puede establecer 
que en el presente caso, la responsabilidad civil 
es extracontractual, siendo de aplicación el 
artículo 1969 del Código Civil y no el artículo 
1970 del mismo Código; por cuanto la conducta
dañosa desplegada por los representantes 
del Banco dem andado no implica un riesgo 
adicional al ordinario; en ese sentido, la Sala 
Superior incurren en un error al considerar que 
los hechos m ateria de la presente controversia 
estan referidos al cumplimiento del Acta de 
Conciliación suscrita entre la partes obrante 
a fojas cincuenta y siete a cincuenta y ocho 
del expediente acompañado, su fecha siete de 
mayo del dos mil uno, y que ambas partes han 
cumplido con sus obligaciones pactadas y en
0 cuasi delictual, finalmente más protectora de las víctimas” (al respecto Cass. Civ del 10 de enero de 1990, RTDC, 1990, 481, obs. Jourdain). 
Por otro lado, VINEY criticando el enfoque contractualista de los deberes de protección (teniendo como ejemplo al deber de seguridad en los 
contratos de transporte) establece: “Si, en efecto, el Tribunal de Casación descubrió en 1911 la obligación de seguridad en el contrato de trans­
porte, fue con un fin muy preciso, el de sustraer los accidentes corporales del transporte a la aplicación de los principios de la responsabilidad 
delictual, a fin de dar ciertas facilidades probatorias a las víctimas. Pero luego, llevados por el impulso inicial, los tribunales han extendido el 
ámbito de la obligación de seguridad a otros muchos contratos, en los que esta protección especial no se precisa de ningún m odo y donde, 
además, la obligación de seguridad ha sido concebida de m anera menos estricta, de tal manera que, lejos de dar a las víctimas una ventaja, esta 
transposición de la responsabilidad delictual al plano contractual las ha situado en una posición menos favorable, privándoles principalmente de 
la posibilidad de prevalecerse del régimen de la responsabilidad delictual de pleno derecho del artículo 1.384.1 del Código Civil. La construcción 
jurisprudencial ha adquirido así proporciones excesivas y aparece hoy en día como una excrecencia bastante injustificada de la responsabilidad 
contractual en el ámbito de los accidentes corporales donde la aplicación de los principios de la responsabilidad delictual sería más natural”.
Así esta posición que establece que los deberes de protección están en el plano delictual propone como principal idea en defensa de su tesis la 
siguiente:
“Lo que resulta sorprendente es que el retroceso de la obligación contractual de seguridad, lejos de reducir la protección de las víctimas de 
accidentes, lo que ha hecho al contrario ha sido mejorarla. En efecto, el lugar dejado libre por esta retirada ha sido ocupado inmediatamente 
por la responsabilidad delictual, en particular por el principio de responsabilidad por el hecho de las cosas obtenido del artículo 1.384, párrafo
1 del Código Civil, lo que ha permitido que las víctimas puedan beneficiarse de una responsabilidad de pleno derecho, más ventajosa que la 
que podían poner en marcha sobre el fundamento de la obligación de seguridad que había sido calificada, en las hipótesis contempladas, como 
obligación de medios”.
Finalmente esta posición esboza como crítica principal a la teoría contractualista su carácter desigual en los siguientes términos:
“Pero más que imprecisión, es la desigualdad entre las víctimas de hechos idénticos que aparece hoy en día como la consecuencia más critica­
ble de la vinculación de la obligación de seguridad al contrato. En efecto, cuando la obligación de seguridad es calificada como obligación de 
medios, que es hoy en día el caso más frecuente, la víctima cocontratante está sometida entonces a un régimen de responsabilidad por culpa, 
mientras que el tercero, si es víctima exactamente del mismo hecho, podrá a menudo, utilizar el artículo 1.384, escapar a la exigencia de la prueba 
de la culpa. Esta disparidad es tanto más incomprensible cuanto que es fundándose sobre la existencia de un crédito de seguridad reconocido en 
principio en beneficio del cocontratante que se pretende justificar esta discriminación que juega precisamente en su detrimento. El cocontratan- 
te resulta menos protegido que el tercero porque es beneficiario de un crédito de seguridad que no tiene otro efecto(por el juego de la regla de la 
no acumulación de las responsabilidades contractual y delictual) que el de privarle de una protección que hubiese adquirido sino hubiese sido 
gratificado con este regalo; he aquí la obra maestra de las absurdidades a las que puede conducir el razonamiento jurídico cuando es llevado de 
una manera puramente abstracta, sin consideración a las consecuencias prácticas que entraña”.
b. Tesis que crítica la autonomía de los deberes de protección en el marco de la relación obligatoria
Esta tesis pone de relieve el carácter superfluo de los deberes de protección en la estructura de la relación obligatoria, porque en sustancia ya es­
tán incluidos en el deber primario de ejecutar la prestación debida. Así se establece que el respeto a los bienes e intereses primarios del acreedor 
está inmerso en el deber de diligencia.
Esta tesis es defendida principalmente en Italia, así tenemos a juristas como NATOLI quien establece que:
“La doctrina italiana dominante sigue el criterio acogido en el Derecho Alemán, en base al &278 BGB, deduciendo del artículo 1.175 C.C ita­
liano una particular categoría de “deberes” llamados integrativos, denominados deberes de protección (doveri di protezione), correspondiente 
a los que en la doctrina alemana son comúnmente denominados Schutzpflichten, que tienen la específica función de tutela de la persona y los 
bienes de la otra parte de la relación. La Doctrina italiana, cediendo a la sugestión del modelo (el alemán) ha ido progresivamente añadiendo 
otros deberes, primarios y secundarios, autónomos o no, instrumentales o preparatorios del cumplimiento. Esta ampliación no ha contribuido 
ciertamente a la claridad de la construcción”.
Los deberes de protección, por tanto, aparecen como “momentos en los que se especifica la prestación principal”. Es decir el deudor realizará sus
deberes de prestación, tanto el principal como los accesorios, buscando la plena satisfacción del crédito.
Se coloca a propósito de esta posición un ejemplo relacionado con el contrato de transporte:
“En el transporte de persona, la obligación del transportista no se agota en el traslado del viajero de un lugar a otro, como parece deducirse del 
artículo 1.678 del Código Civil, ya que del artículo 1.681, que determina la responsabilidad del propio transportista por los eventuales siniestros 
sufridos por el viajero, se deduce que la prestación consiste, en efecto, en el traslado de éste sin daño (para su persona o para su equipaje). Que 
la ley distinga, al menos en apariencia una responsabilidad del transportista “por el retraso o por el incumplimiento en la ejecución del trans­
porte”, no significa que vengan en consideración dos obligaciones diversas, es decir, la de trasladar al viajero de un lugar a otro y la obligación 
(¿de protección?, ¿de seguridad?) que tenga por objeto el cuidado de la persona el propio viajero. Se trata de los diversos aspectos del incumpli­
miento de la misma obligación, que, por comodidad de análisis pueden ser distintos, pero que no sirven para rom per el contenido unitario de 
la prestación”.
Así se indica que “la llamada obligación de protección o de seguridad, aunque no sea precisamente prevista en la ley, aparece, en realidad,
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el caso del Banco su accionar no ha derivado 
en una responsabilidad civil contractual, 
sino, se trata de una obligación de diligencia 
ordinaria y común por parte del Banco ante 
sus clientes que han honrado sus deudas; por 
cuanto la cuestión controvertida en el presente 
proceso se circunscribe en determ inar si 
como consecuencia de la conducta de los 
representantes del Banco dem andado en 
no emitir la carta de no adeudo y el retiro 
de sus datos como deudores en el Registro 
de INFOCORP Sociedad Anónima les ha 
ocasionado un daño a los actores. Sétimo. 
Que, (...) consecuentemente, la conducta 
omisiva del Banco configuró el supuesto 
jurídico contenido en el artículo 1969 del 
Código Civil, por presentarse los elementos 
constitutivos de la responsabilidad civil, los 
cuales han sido debidamente establecidos por 
la sentencia apelada, como son: a) el daño que 
constituye la lesión de un interés legítimamente 
tutelado y las consecuencias negativas del 
mismo; b) la ilicitud (antijuricidad) referida 
a la verificación que la lesión a un interés 
legítimamente tutelado y sus consecuencias 
negativas han contravenido una norm a de 
carácter imperativo, el orden público o las 
buenas costumbres; c) la relación causal que 
es el nexo entre el hecho generador del daño 
y la lesión a un interés legítimamente tutelado, 
así como sus consecuencias negativas; y por 
último, d) el criterio de imputación o factor 
atributivo que es el supuesto que justifica el
atribuir responsabilidad civil al sujeto”. (El 
énfasis es propio).
El error en el que incurren ambas salas se debe a la 
ausencia de un estudio adecuado de la naturaleza 
jurídica del deber de protección puesto que 
consideran que éste es ajeno al contrato. Incluso 
en la sentencia de la Corte Suprema se realiza una 
diferencia entre el sistema de responsabilidad civil 
extracontractual con el de responsabilidad civil 
por inejecución de obligaciones (mal llamado 
“contractual”) considerándose que el último 
requiere los siguientes presupuestos:
“Quinto. Que, la diferencia esencial entre 
los distintos aspectos de la responsabilidad 
civil contractual y la extracontractual o 
aquiliana radica en el prim er caso que el 
daño es consecuencia del incumplimiento 
de una obligación previamente pactada y en 
el segundo caso es consecuencia del deber 
jurídico genérico de no causar daño a los 
demás; por lo que, la responsabilidad civil 
contractual presupone el incumplimiento 
de una obligación nacida del contrato y 
contiene los siguientes presupuestos para su 
configuración: a) debe existir un contrato;
b) un contrato válido; c) del cual nació la 
obligación incumplida; y, d) obligación 
incumplida por un  contratante en perjuicio 
del otro contratante”. (El énfasis es propio).
Dicha enumeración (de presupuestos) no
como un momento esencial del contenido de la obligación, que se determ ina automáticamente en base a la naturaleza de la prestación y que se 
proyecta sobre el quantum de la diligencia necesaria para su ejecución. Es decir, por ejemplo, que el transportista tiene el deber (accesorio)de 
adoptar “todas las medidas idóneas para evitar el daño” a la persona o al equipaje, sólo significa que él mismo habrá desarrollado la diligencia 
requerida para la ejecución de la obligación sólo si hubiera adoptado en concreto la m edida aludida, lo que le eximiría de responsabilidad si, esto 
no obstante, el siniestro se verifica.”.
Así tenemos que esta tesis propone que el deber de protección es de carácter accesorio y por tanto corresponde al deber de prestación y su rea­
lización, siendo una “típica especificación de la prestación principal”.
c. Tesis que reconocen la existencia de autónomos deberes contractuales de protección:
Esta tesis sostiene que el ámbito de protección del contrato no sólo se extiende a garantizar el correcto cumplimiento de lo acordado junto con 
los deberes que respecto a la prestación imponga la buena fe sino a otros intereses del contratante, como ocurre con la integridad física y la 
propiedad.
Así, toda obligación se sustenta en la buena fe y ésta no sólo alcance al deber de prestación sino también a todo deber incorporado en el contrato 
(deber accesorio de protección).
Al respecto STAUB a propósito de la teoría de las lesiones contractuales positivas nos establece que es evidente que los daños que el cumplimien­
to inexacto provoca en el objeto del contrato han de repararse en base a los principios contractuales, pero igualmente introduce este autor en el 
marco de la protección contractual los daños que a través de una prestación no cuidadosa (unsorgfáltige Leistung) se causen a bienes diversos de 
los que constituyen el objeto de la prestación, resultando así incluido el interés a la integridad ( Integritátsinteresse)- física y en la propiedad- en 
el ámbito de la protección del contrato. Así, cuando alguien vende a otro manzanas con gusanos y por esta razón se pierden igualmente otras 
que eran del comprador y junto a las que se situaron las que estaban en mal estado, el vendedor será responsable.
A propósito de esta tesis MEDICUS nos dice que “las lesiones que acecen después de la celebración del contrato son calificadas como lesiones 
positivas del crédito (positive Forderungsverletzung). Así, por ejemplo, cuando un cliente resbala en un almacén al pisar una m onda de plátano 
o una hoja de verdura y se lesiona, debe mantenerse el mismo resultado si el accidente sucede antes o después de la realización de la compra” 
Por tales razones esta teoría afirma que el deber de protección es parte del contrato y se integra a la obligación. Así se formula como idea central
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considera que en el contenido contractual también 
pueden incorporarse mandatos legales de carácter 
imperativo y que no nacen de la voluntad de las 
partes y que, como los deberes de protección, 
buscan la tutela de la integridad de intereses de las 
partes contratantes.
Finalmente, la aplicación del criterio de equidad 
para la determinación del contenido de las 
indemnizaciones es “arbitraria” (en tanto subjetiva) 
pero no puede conllevar a una m enor protección a 
la víctima o afectado, por lo que el magistrado (en 
este caso la Sala Suprema) no debe olvidar que al 
emitir su pronunciam iento (sobre la existencia de 
un daño y su consiguiente satisfacción) es necesario 
cumplir con las funciones de la responsabilidad civil 
como son: la función compensatoria, la función 
satisfactoria, la función punitiva, la función de 
afectación equivalente, la función preventiva y la 
función actitudinal.
III. CONCLUSIONES
- Toda decisión jurisdiccional debe estar claramente 
motivada expresándose los fundamentos 
normativos y dogmáticos con claridad así como el 
valor demostrativo de las pruebas y su utilidad en 
la formación de la convicción del magistrado.
- La tutela jurisdiccional efectiva tiene relación 
directa con el debido proceso y con los principios y 
derechos que éste incorpora.
- Al contenido contractual pueden incorporarse 
mandatos legales (imperativos) que tienen por 
finalidad la protección integral de los intereses 
de los sujetos del contrato. Estos mandatos 
imponen deberes a las contratantes (deberes de 
protección) cuya inobservancia determ ina un 
supuesto de responsabilidad civil por inejecución 
de obligaciones y no uno de responsabilidad 
extracontractual.
- El deber de dar aviso (cursando la carta de “no 
adeudo”) es un deber de protección que implica 
no sólo comunicar (informar) el pago de la deuda 
sino tam bién el deber de verificar el cumplimiento 
del retiro de las anotaciones del registro de la 
central de Riesgo (INFOCORP, en el caso) como 
manifestación del “deber de buena fe” norm ado en 
el artículo 1362 del Código Civil.
- La determinación del contenido indemnizatorio 
mediante el uso del criterio de equidad debe 
corresponder a las funciones de la responsabilidad 
civil buscando, principalmente, la satisfacción 
integra del interés afectado.
de esta posición la siguiente:
“El ámbito de protección del contrato no sólo se extiende a garantizar el correcto cumplimiento de lo acordado junto con los deberes que res­
pecto a la prestación imponga la buena fe, sino a otros intereses del contratante, como ocurre con la integridad física y la propiedad, y sean estos 
dañados directamente a través de la prestación objeto del contrato o sólo con ocasión del mismo. El interés para incluir la protección en el ámbito 
contractual puede, en ocasiones, responder a exigencias de la lógica y así ocurre con los daños derivados de defectos de prestación- casos, por 
ejemplo, de los daños causados directamente por el objeto del contrato o por el ejercicio de la actividad que constituye la prestación debida- que 
se indemnizan con fundamento en las lesiones contractuales positivas y que no responden sino a un criterio amplio de cumplimiento; pero, en 
otros casos (por ejemplo, accidente sufrido por quien abandona un establecimiento después de haber adquirido un objeto) parece más bien que 
se persigue huir de la posibilidad que, en base al &831 BGB, tiene el titular del negocio de exculparse, razón, ésta, que no es sino la que ha im-
